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El arbitraje es una institución jurídica que cada día cobra mayor vigencia e importancia en 
las diferentes legislaciones a nivel mundial, pues a medida que pasa el tiempo, las sociedades 
han optado por mecanismos alternativos como este, para resolver sus controversias, gracias 
a la agilidad, calidad, eficiencia entre otras ventajas que presenta, y que lo convierte en un 
gran escape por encontrarse cada día más lentos y congestionados los sistemas de justicia. 
De acuerdo a lo anterior el volcamiento hacia el arbitraje como mecanismo de solución de 
controversias ha cobrado una especial importancia en un mundo globalizado1 como el que 
actualmente se enfrenta, pues constantemente, los negocios jurídicos que se celebran tienden 
a manejarse no solo en un ámbito local sino que se extienden a un comercio global, comercio 
que traerá como implicación, encontrar en los diferentes contratos, partes que tienen 
diferentes nacionalidades, diferentes domicilios y en donde las obligaciones que surgen de 
estos contratos puedes ser ejecutadas en diversas partes del mundo, lo que genera una serie 
de conflictos tanto procesales como sustanciales a la hora de resolver una controversia, 
especialmente si se busca una resolución internacional frente a un órgano de justicia estatal, 
aspecto en el cual el arbitraje internacional les ha brindado la mejor solución, pues permite 
de antemano estipular la manera, el lugar, incluso la ley bajo la cual se regirá su contrato a la 
                                                          
1 Entiéndase por globalización como “un cambio general que está transformando a la economía mundial que 
se refleja en vinculaciones internacionales cada vez más amplias e intensas del comercio, las finanzas y el 
impulso universal hacia la liberación de los mercados de capital por la creciente internacionalización, y por un 
cambio tecnológico que está erosionando con rapidez las barreras que obstaculizan el comercio internacional 
de bienes y servicios y la movilidad del capital”.  Consultado en: Banco Mundial: "Las perspectivas económicas 
mundiales y los países en desarrollo". Full-Text Lib. 1996. 
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hora de dirimir las controversias derivadas del mismo. De allí la importancia de estudiar el 
arbitraje y con él algunas de sus implicaciones.  
Ahora bien, dado que el arbitraje es la máxima expresión de la autonomía privada de las 
partes, en la que voluntariamente deciden renunciar a su derecho de acudir a la justicia 
ordinaria para someter sus controversias a una justicia especial, se afirma tal como lo expresa 
García que “el arbitraje es esencialmente convencional y excepcional con respecto a la 
justicia ordinaria”, lo anterior quiere decir qué, la característica primordial del arbitraje es 
su carácter convencional, materializado en que surge de la decisión de las partes de acudir a 
él, manifestación que se verá plasmada mediante un convenio arbitral, así pues, “el arbitraje 
nace de un negocio jurídico que como tal, proviene de la libre expresión de la voluntad de 
las partes vinculadas por el pacto arbitral. Sin embargo por medio del contrato de arbitraje 
las partes invisten de jurisdicción a personas privadas con el fin de que decidan 
definitivamente un conflicto que los involucra” (Castro, 2005, pág. 114), es por esto que antes 
de hablar de arbitraje es primordial hacer referencia a un tema que si bien es anterior a esté, 
resulta vital para el surgimiento del mismo y es, el convenio arbitral, pues es mediante este 
que las partes invisten de jurisdicción a un particular y le otorgan todas las facultades 
necesarias para que resuelva las diferencia derivadas de su negocio jurídico, y es finalmente 
el pacto arbitral quien dará origen a un arbitramento. 
Como ya se ha mencionado anteriormente, son las partes quienes mediante un convenio 
arbitral deciden libremente someter sus controversias a un tribunal de arbitramento, por ende 
y dado el carácter convencional del mismo, solo será posible invocar dicho tribunal a quienes 
manifestaron su consentimiento de hacerlo y nacerá el mismo respecto de estos, y no podrá 
obligarse a un tercero a que se someta a esta institución,  pues esto rompería la esencia del 
arbitramento como mecanismo alternativo para la solución de conflictos de carácter 
voluntario (es preciso aclarar que aunque existen ciertos tipos de arbitramento como el 
obligatorio, es de interés de este trabajo estudiar el arbitramento voluntario originado en la 
manifestación de la voluntad de las partes de someterse a un tribunal arbitral, la cual se 
materializa mediante un convenio arbitral) ya que solo es vinculante un tribunal respecto de 
quienes mediante pacto arbitral así lo decidieron.  
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Es en este punto en el que ha surgido el problema jurídico que ocupa el presente trabajo, pues 
si bien resulta claro el origen contractual del arbitramento, no es del todo claro los alcances 
del pacto respecto de las partes, pues no siempre coinciden los signatarios del convenio con 
quienes están involucrados con el mismo y es ahí donde surge la cuestión de ¿Cómo le es 
invocable o extensible el convenio arbitral a no signatarios del mismo? Pues según lo 
mencionado en líneas anteriores es claro que el arbitraje no es invocable frente a terceros , 
sin embargo aún no es claro que solo quienes suscriban el convenio tienen la calidad de parte 
dentro del negocio jurídico, pues la concepción tradicional de que quien suscribe un contrato 
es quien manifiesta su voluntad mediante la firma, ha ido evolucionando cada día, dada la 
diversidad de costumbres mercantiles que están en frecuente desarrollo, es así que tanto 
doctrina como jurisprudencia han develado diferentes escenarios en los cuales la 
manifestación de la voluntad se puede presentar no solo de manera expresa sino que en varias 
ocasiones de manera tacita, por lo que a pesar de no ser signatario del convenio arbitral no 
se está frente a un tercero sino a una parte que manifestó su consentimiento de someterse a 
la justicia arbitral,  es precisamente aquella evolución la que lleva a cuestionar si solo los 
signatarios del convenio arbitral están vinculados por el mismo o si por el contrario existen 
situaciones de extensión de dicho convenio a no signatarios, tema que será de estudio y 
desarrollo en el presente artículo.   
2. METODOLOGÍA. 
 
La metodología de investigación que se utilizó para el desarrollo del presente trabajo está 
basada en una investigación cualitativa de carácter descriptivo, por medio del análisis de las 
diferentes posturas tanto doctrinales como jurisprudenciales a nivel nacional e internacional, 
que permiten mediante un proceso inductivo identificar y enunciar las características 
principales y el tratamiento que en la práctica se ha dado al problema jurídico planteado. 
De acuerdo a lo anterior y en concordancia con el enfoque cualitativo de este trabajo, los 
instrumentos de análisis utilizados fueron varias de las sentencias emitidas por los principales 
tribunales arbitrales y de justicia, como lo son: La Cámara de Comercio Internacional de 
Paris, La Asociación Americana de Arbitraje (AAA), la Corte de Apelación de Los Estados 
Unidos, entre otros, con especial enfoque en el derecho arbitral Peruano, y en especial la ley 
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Peruana de arbitraje, al ser este país pionero en la región frente al desarrollo de las teorías de 
extensión de la clausula arbitral a no signatarios, y el único que la regula taxativamente en 
su legislación interna.  
Igualmente, se tuvo como fuente de esta investigación documentos tales como revistas de 
derecho privado, publicaciones, artículos científicos, obras etc.., emitidos por doctrinantes 
del derecho privado, e instituciones que se dedican a la regulación del derecho mercantil 
internacional como es la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional (CEUDMI). 
La técnica que se utilizó, para el procesamiento de la información que se recolecto durante 
la investigación fue el análisis de las sentencias y el material bibliográfico que trataron 
diferentes formas de resolución o posibles mecanismos para la extensión de la cláusula 
arbitral a no signatarios del contrato principal, se identificaron para dicho fin, las posturas 
afines entre los diferentes actores y de esta manera se logró describir en el presente trabajo 
el tratamiento que se le está brindando al tema de la extensión de la cláusula2. 
Finalmente, el enfoque cualitativo del presente trabajo permitió analizar cómo se ha 
desarrollado en la práctica el problema de la vinculatoriedad de no signatarios dentro de la 
cláusula arbitral, examinando la percepción de los diferentes actores dentro de la comunidad 







                                                          
2 La extensión de la cláusula arbitral, hace referencia a la propagación de los efectos de la misma a personas 
no signatarias de esta, es decir, vincular válidamente al arbitraje a aquellos que en principio no han 
manifestado mediante su firma su consentimiento para ello.      
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3. DEFINICIONES PREVIAS  
 
3.1 EL ARBITRAMENTO. 
 
La institución del arbitramento encuentra su origen en el derecho romano, en el cual “era el 
propio jefe del grupo familiar- páter familias- el que trataba de conciliar a las partes. En 
una fase posterior, esta función se asignó a un árbitro ante el cual se planteaban de forma 
voluntaria las discrepancias o enfrentamientos a través de una ordalía llena de ritos y reglas 
con un fuerte carácter religioso; finalmente se reconoció a las partes la libertad de elección 
del tercero que debía resolver sus controversias, Este tercero imparcial, investido de 
auctoritas, se encargaría de resolver la controversia existente entre ellos en virtud de una 
decisión que tenía que ser obedecida por los litigantes (subrayado fuera del texto)“ (Villabar 
& Moscoso, 2008, pág. 142). Durante dicho periodo se pueden identificar una serie de 
elementos esenciales del arbitraje y que son parte de su propia naturaleza jurídica tal y como 
se conoce hoy en día, como el someter un conflicto ante un tercero imparcial para la 
resolución de controversias y el que más interesa a este trabajo la voluntariedad que tienen 
las partes de someter su conflicto ante este tercero, en otras palabras desde el derecho romano  
se observa cómo surge la institución del arbitramento de la manifestación de la voluntad de 
las partes de que así sea; Posteriormente en la Edad Media el creciente comercio derivado de 
los feudos y del surgimiento de asociaciones gremiales hizo de esta época perfecta para el 
desarrollo del arbitramento, tal como lo afirma Villabar “En la Edad Media la justicia 
consular se forma definitivamente como una jurisdicción distinta a la ordinaria gracias al 
desarrollo que alcanzaron las Corporaciones de Mercaderes en Italia, Francia y España en 
los siglos XII y XIII. En España el Breviario de Alarico, considerado el primer libro jurídico 
hispánico, y el posterior Liber Iudiciorum, tienen una gran influencia del derecho romano 
considerando el arbitraje como una institución de carácter jurídico privado, equiparando a 
los árbitros con los jueces en materia de responsabilidad, dándole fuerza ejecutiva y efectos 
de cosa juzgada a la sentencia arbitral” durante esta época los comerciantes y señores 
Feudales decidían no acudir a la Jurisdicción del monarca y someter sus conflictos ante 
terceros quienes producían fallos que podían ser en equidad o en derecho. 
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Después de la revolución francesa, el arbitraje sufrió un enorme retroceso, pues paso de ser 
un mecanismo voluntario de resolución de controversias, a una institución que se encargaría 
de la resolución de ciertos aspectos determinados y siempre bajo la supervisión de la 
jurisdicción ordinaria, hasta el punto de casi eliminarlo de la práctica jurídica “el arbitraje 
sufrió una batalla a través de la jurisprudencia en contra de la cláusula compromisoria, 
hasta ser declarada definitivamente nula mediante el célebre fallo Prunier, del 10 de julio 
de 1843” (Villabar & Moscoso, 2008, pág. 143).  
Ulteriormente y dado el creciente fenómeno del comercio internacional, el transporte de 
mercancías y la globalización que sufrió el mundo en el siglo XX, el arbitramento evolucionó 
en cada una de las legislaciones Nacionales de los diferentes estados, pero tuvo un especial 
auge entre la comunidad internacional, tanto así que se crean instituciones como la comisión 
de las Naciones Unidas para derecho Mercantil CEUDMI y la Cámara de Comercio 
Internacional de Paris (CCI) que mediante una serie de Jurisprudencias han ayudado al 
desarrollo de esta área junto con los tratados internacionales que han surgido al transcurrir 
los años, dentro de los cuales se destacan los siguientes: “Los protocolos de Ginebra de 1923 
y de 1927, La sexta y séptima Conferencia Internacional Americana realizada en 1928, en la 
capital Cubana y en 1933 en Montevideo Respectivamente; el tratado de derecho procesal 
internacional de Montevideo, de 1940; El New York Convención on the Recognition and 
Endforcement of Foreign Arbitral Awards, de 1958, La convención de ginebra de sobre el 
arbitraje comercial internacional de 1961, la Convención para la resolución de las 
controversias en materia de inversión de Washington de 1965; la convención Interamericana 
de arbitraje comercial internacional de Panamá, de 1975; la ley modelo UNCITRAL sobre 
arbitraje comercial internacional, del 21 de Junio de 1985” (Zappalá, 2010, pág. 213) quienes 
rigen actualmente el tema del arbitramento Internacional.  
Ahora bien, visto el antecedente histórico del arbitramento y la evolución normativa que ha 
sucedido a nivel internacional, es preciso definir esta institución jurídica, como “el método 
alternativo de solución de conflictos por excelencia en el ámbito comercial……. A través de 
este mecanismo, una o más personas, natural(es) o jurídica(as) involucradas en un conflicto 
de carácter transigible, defieren su solución a un tribunal arbitral, el cual resolverá de 
manera definitiva el conflicto, profiriendo una decisión denominada laudo arbitral” 
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(Comisión Interamericana de Arbitraje Comercial, 2013). Así mismo, a nivel nacional y 
según el ámbito colombiano en el Decreto 1818 de 1998 en su artículo 115 lo define como 
“Un mecanismo por medio del cual las partes involucradas en un conflicto de carácter 
transigible, definen su solución a un tribunal arbitral, el cual queda transitoriamente 
investido de la facultad de administrar justicia…”. Seguido de lo expresado por la Corte 
Constitucional Colombiana que indica: “el arbitramento con base en el acuerdo de las 
partes, que proporciona su punto de partida y la habilitación para que los árbitros puedan 
impartir justicia en relación con un conflicto concreto. En tal medida, la autoridad de los 
árbitros se funda en la existencia de un acuerdo de voluntades previo y libre entre las partes 
enfrentadas, en el sentido de sustraer la resolución de sus disputas del sistema estatal de 
administración de justicia y atribuirla a particulares. Tal acuerdo recibe en nuestro sistema 
diferentes denominaciones-pacto arbitral, pacto compromisorio-, puede revestir diferentes 
formas -cláusula compromisoria, compromiso-, y puede abarcar un conflicto específico o, 
por el contrario, referirse en general a los conflictos que puedan surgir de una determinada 
relación negocial (…) la habilitación voluntaria de los árbitros es, por lo tanto, un requisito 
constitucional imperativo que determina la procedencia de este mecanismo de resolución de 
controversias (…) es, así, un elemento medular del sistema de arbitramento diseñado en 
nuestro ordenamiento jurídico..” (Corte Constitucional de Colombia, 2007). 
Pues bien, de estas definiciones es preciso decir que el arbitramento puede entenderse como  
una institución jurídica mediante la cual, las partes de un conflicto deciden voluntariamente 
investir a un particular de jurisdicción con el fin de que sea este, quien resuelva su conflicto 
derivado de una relación jurídica existente entre ellas; es factible entonces, extraer de estas 
definiciones dos elementos o características esenciales de la institución; El primero de ellos 
es la decisión LIBRE Y VOLUNTARIA de las partes en conflicto para sustraer la resolución 
de sus controversias de la jurisdicción ordinara y someterla a una especial llamada 
arbitramento, ya que  “es la voluntad de las partes en conflicto, potencial o actual, la que 
habilita a los árbitros para actuar. De este modo, el pacto arbitral será la expresión o 
materialización de dicha voluntad habilitante, que marca y delimita la actuación de los 
tribunales arbitrales, y denota la renuncia de las partes a dirimir sus diferencias ante la 
justicia ordinaria, es decir que son las partes quienes deciden renunciar a la jurisdicción 
ordinaria y son ellas quienes invisten al árbitro de  esta jurisdicción especial” (Talero, 2011, 
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pág. 72), pero lo hacen única y exclusivamente sobre los asuntos objeto de controversia, es 
por esto justamente, que la primera característica del arbitramento es el carácter consensual 
del mismo, lo cual genera qué, el arbitramento solo pueda hacerse efectivo sobre las partes 
que manifestaron voluntariamente su intención de someterse a esta justicia especial, y no 
podría, dado el carácter consensual antes mencionado, atraerse al arbitramento a un tercero 
propiamente dicho, es decir aquel que no ha manifestado su voluntad de someterse a esta 
institución, pues hacerlo resultaría contrario a la naturaleza misma del arbitramento tal como 
lo afirma García “por la naturaleza contractual del arbitraje no es posible acudir a 
mecanismos como los usados en los códigos procesales que admiten la participación de 
terceros cuyos intereses puedan verse afectados por la sentencia” (Garcia, 2013, pág. 187) 
pues este tercero propiamente dicho al no renunciar a la jurisdicción ordinaria y al no investir 
mediante a un árbitro para decidir sobre sus asuntos, no nacería a la vida jurídica frente a él 
la obligación de someterse a un tribunal de arbitramento, pues hacerlo desconocería su 
derecho fundamental de acceso a la Justicia, tesis esta que ha sido desarrollada por la Corte 
Suprema de los Estados Unidos en el caso AT&T TECNOLOGIES vs 
COMMUNICATIONS WORKERS en el que se indica que “ El arbitraje es una cuestión de 
convenio y una parte no puede ser obligada a someter a arbitraje cualquier disputa que no se 
ha comprometido a someter. Este axioma reconoce el hecho de que los árbitros derivan su 
autoridad para resolver disputas sólo porque las partes han convenido de antemano a 
presentar”. 
Un segundo elemento que emana, es el carácter convencional, esto quiere decir que, dado 
que las partes realizan un acuerdo para someterse a un tribunal de arbitramento, este acuerdo 
se debe materializar mediante un convenio arbitral, el cual es “el instrumento en que se 
plasma el derecho de las personas a solucionar las cuestiones litigiosas de su libre 
disposición” (Reglero, 1991, pág. 65), pues es este el que da origen al arbitramento mismo. 
Conforme a los dos elementos antes mencionados, se empieza a aterrizar el problema jurídico 
objeto de este escrito, pues aunque resultaría contrario a la institución misma del arbitraje 
extender los efectos de una cláusula arbitral a un tercero propiamente dicho, no resulta del 
todo claro a quiénes pueden llamárseles parte dentro de un pacto arbitral , específicamente 
en el caso de la cláusula compromisoria, pues si bien es factible entender que  los signatarios 
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de la misma pueden considerarse como partes , es necesario determinar si existen 
circunstancias específicas que permitan ampliar el concepto tradicional del derecho arbitral, 
de que únicamente es parte quien suscribe el contrato, y  de esta manera extender dicha 
calidad a aquellos que no obstante no ser signatarios del pacto arbitral si es posible inferir o 
determinar su voluntad de someterse al mismo. 
3.2 CLÁUSULA COMPROMISORIA 
 
Es menester precisar que la cláusula arbitral es uno de los elementos primordiales del 
arbitramento, pues tal como se expuso en párrafos anteriores éste es un mecanismo de 
carácter eminentemente  voluntario, en donde prima el principio de la autonomía privada de 
la voluntad, el cual les permite a las partes libremente  renunciar a su derecho de acudir a una 
jurisdicción ordinaria e investir a un tercero para resolver las controversias que surjan de sus 
relaciones contractuales, criterio que comparte Soto, quien expresa” Siendo el arbitraje una 
institución que se funda en la autonomía privada y la libertad contractual de las partes, es 
mediante el convenio arbitral que los sujetos declaran libremente su voluntad de someter sus 
controversias a una jurisdicción extraordinaria y privada”(Soto, 2011, pág. 622). Por lo que, 
será entonces mediante la cláusula arbitral, que se logre la materialización de dicha expresión 
de la voluntad de las partes, y será esta quien de surgimiento al arbitramento mismo y por 
ende determine quienes se ven vinculados por ella al decidir someterse a una jurisdicción 
especial; como lo manifiesta igualmente Villalobos al referirse a este tema “ La decisión de 
las partes de someterse a este procedimiento queda plasmada en la cláusula arbitral o 
compromisoria, por medio de la cual los contratantes acuerdan que en caso de que surja 
una divergencia entre ellos producto de la relación contractual, la misma será resuelta por 
medio de un proceso arbitral “ (Villalobos & París, 2013) 
En los términos del artículo 7 de la Ley Modelo sobre Arbitraje Comercial Internacional de 
la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI) la 
cláusula arbitral es definida como “un acuerdo por el que las partes deciden someter a 
arbitraje todas las controversias o ciertas controversias que hayan surgido o puedan surgir 
entre ellas respecto de una determinada relación jurídica, contractual o no contractual. El 
acuerdo de arbitraje podrá adoptar la forma de una cláusula compromisoria incluida en un 
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contrato o la forma de un acuerdo independiente” De igual forma, doctrinantes como 
González de Cossío la define como “un contrato por virtud cual dos o más partes acuerdan 
que una controversia ya sea presente o futura se resolverá mediante arbitraje” (González, 
2004, pág. 57). De estas definiciones se concluye que la cláusula arbitral se entiende como 
un contrato o un acuerdo de voluntades, en virtud del cual dos o más personas resuelven 
decidir sus controversias mediante una justicia especial llamada arbitramento. 
Ahora bien, dado que el acuerdo o cláusula arbitral no es más que un contrato (que puede ser 
independiente o  puede constar como una cláusula incluida en otro contrato que podría 
llamarse principal), deberá cumplir con unos requisitos para su existencia y validez, dentro 
de los cuales se destacan principalmente dos; (I) que el acuerdo conste por escrito y (II) que 
se encuentre firmado por las partes, tal como se evidencia en lo manifestado por la 
CENUDMI en la Convención sobre el reconocimiento y la ejecución de las sentencias 
arbitrales extranjeras, en su artículo 2 parágrafo segundo que reza “La expresión “acuerdo 
por escrito” denotará una cláusula compromisoria incluida en un contrato o un 
compromiso, firmados por las partes o contenidos en un canje de cartas o telegramas”.  
Es importante ver como estos requisitos de validez a que hace referencia la convención de 
New York, han sufrido diversos cambios tanto jurisprudenciales como doctrinales en cuanto 
a su interpretación, dada la necesidad de adaptar el arbitramento a las modernas relaciones 
comerciales, en donde factores como la tecnología, la internacionalización del comercio, y 
las nuevas relaciones contractuales desbordan el alcance dado hace 59 años. 
El primer requisito a analizar es la expresión “acuerdo por escrito “, la cual se ha flexibilizado 
de manera tal que es factible hablar hoy en día de un acuerdo verbal válidamente celebrado, 
sin que contrarié el elemento anteriormente mencionado. Al respecto la comisión de las 
Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional reconociendo “la necesidad de que 
las disposiciones de la Ley Modelo se ajusten a las prácticas actuales del comercio 
internacional y a los medios modernos de concertación de contratos con respecto a la forma 
del acuerdo de arbitraje”, se pronunció en cuanto a la interpretación del artículo 2 parágrafo 
segundo de la convención de New york indicando que “ el párrafo 2) del artículo II, de la 
Convención sobre el Reconocimiento y la Ejecución de las Sentencias Arbitrales extranjeras 
hecha en new york el 10 de Junio de 1958, se aplique reconociendo que las circunstancias 
13 
 
que describe no son exhaustivas” con lo cual  se observa cómo se empieza a extender la 
concepción misma del requisito acuerdo por escrito, ampliando el ámbito de aplicación no 
solo a las formas establecidas en la convención (un contrato o un 
compromiso……….contenidos en un canje de cartas o telegramas) las cuales reconoce no 
son exhaustivas, permitiendo de esta manera que cualquier documento diferente que 
contenga la manifestación de la voluntad de someterse a arbitramento, puede considerarse 
como una cláusula válidamente celebrada. Posteriormente la CNUDMI mediante la revisión 
de la ley modelo de arbitramento, realizada en el 2006, realizo una nueva ampliación a la 
interpretación de la forma escrita del contrato; aceptando incluso la existencia de acuerdos 
arbitrales verbales, “Se entenderá que el acuerdo de arbitraje es escrito cuando quede 
constancia de su contenido en cualquier forma, ya sea que el acuerdo de arbitraje o contrato 
se haya concertado verbalmente, mediante la ejecución de ciertos actos o por cualquier otro 
medio” transformando de esta manera tal como lo expresa Conejero la forma escrita del 
contrato “ a un requisito ad probattionem más que ad solemnitatem” (Conejero & Irra, 2012 
/ 2013, pág. 61), y generando que cualquier tipo de comunicación o intercambio de escritos, 
pueda entenderse como un acuerdo arbitral válidamente celebrado. 
El segundo requisito a analizar es la “Firma” como el mecanismo mediante el cual se 
materializa la expresión del consentimiento en el acuerdo arbitral, pues bien, el ya 
mencionado cambio en la forma escrita del convenio arbitral ha generado igualmente un 
cambio en la exigencia de la firma como mecanismo para determinar la voluntad de 
someterse a un arbitramento, pues al aceptar la posibilidad de que el acuerdo arbitral conste 
en cualquier documento del cual se permita inferir el consentimiento de las partes, como lo 
es un intercambio de correos o incluso la posibilidad de  que se celebren convenios arbitrales 
verbales, no sería entonces viable hablar de firma a la hora de determinar la voluntad de las 
partes, e incluso a la hora de determinar quiénes pueden ser considerados como partes de 
dichos convenios arbitrales.  
De igual manera se ha generado un cambio frente a este tema, en aquellos acuerdos en los 
que si bien, constan por escrito y están firmados por dos partes, no necesariamente son estas 
las únicas que se vean vinculadas mediante dicho pacto, sino que a pesar de esto, otras partes 
quienes son las no signatarias resulten comprometidas, pues han manifestado su 
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consentimiento mediante un mecanismo diferente a la firma pero igualmente valido, 
originando de esta manera que la “firma” ya no se tome como un elemento esencial a la hora 
de determinar el consentimiento y con este la existencia de la cláusula arbitral sino que se 
convierta en un mecanismo más, pero no el único de manifestación de voluntad, tal como 
ocurre en legislaciones más avanzadas en el tema como lo es la peruana la cual “admite que 
hay acuerdos arbitrales en los que no necesariamente concurre la firma de las partes 
vinculadas por el mismo, como sería el que resulta de un intercambio de comunicaciones 
electrónicas. Del mismo modo, puede acontecer que un contrato que contenga un acuerdo 
arbitral sea firmado por dos partes únicamente y no obstante ello, pueda vincular a otras 
partes no signatarias que hayan manifestado su consentimiento por un modo distinto al de 
la firma del contrato…… la ley reconoce en sintonía como la aplicación del concepto del 
convenio arbitral escrito que la firma puesta en el instrumento no es la única forma de 
prestar el consentimiento para someterse a arbitraje” (Canturias & Caivano, 2008, pág. 61) 
. 
Finalmente, es de esta evolución de la cual surge el problema jurídico objeto de este escrito, 
pues si bien es claro que para hablar de arbitramento es indispensable la voluntad de las partes 
de someterse a la jurisdicción arbitral, no solo la firma de un acuerdo escrito me permite 
determinar quienes ostentan la calidad de parte, y no es este el único mecanismo para 
manifestar, el consentimiento, por lo que resulta factible hablar de extensión del convenio 
arbitral a no signatarios del mismo, sin que sean estos terceros ajenos al contrato sino partes 
propiamente dichas, como se expondrá a continuación. 
 
4. EXTENSIÓN DE LA CLÁUSULA ARBITRAL A NO SIGNATARIOS. 
 
Seguidamente, se  enunciaran las principales circunstancias mediante las cuales tanto 
doctrina como jurisprudencia, han llevado la interpretación del consentimiento más allá de 
la firma del convenio arbitral, resultando viable hablar de extensión a no signatarios del 
mismo, aclarando que no se trata de una lista restrictiva de mecanismos (pues como se ha 
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explicado el elementó principal a analizar es la manifestación del consentimiento), sino que 
se trata de los más comunes y aplicados internacionalmente.    
4.1 Representación o agencia. 
 
Este fenómeno de extensión del convenio arbitral se presenta en el escenario contractual 
frente al cual, una persona firma un contrato en donde se incluye clausula arbitral y lo hace 
actuando como representante de otra persona, en este caso en particular, existen tres partes a 
identificar, la primera es una parte firmante dentro del contrato, la segunda es un 
representante quien firma el contrato, y la tercera es el representado quien no presta firma 
dentro del contrato. Bajo este escenario jurídico y haciendo referencia a lo establecido en el 
artículo segundo de la convención de New York, que en su tenor expresa “ La expresión 
“acuerdo por escrito” denotará una cláusula compromisoria incluida en un contrato o un 
compromiso, firmados por las partes o contenidos en un canje de cartas o telegramas” El 
representado al no ser parte firmante del acuerdo por escrito no estaría obligado frente a este 
contrato, evento que es totalmente contrario a lo pretendido mediante la agencia, pues caso 
contrario al escenario planteado, es precisamente el representante quien no estará obligado 
por  el contrato, al actuar como medio para representar la voluntad del mandatario de 
obligarse, esto fundamentado en lo establecido por la  UNIDROIT en sus principios sobre 
los contratos comerciales internacionales, quien en su artículo 2.2.1 faculta la representación 
contractual “ Esta Sección regula la facultad de una persona (“el representante”) para 
afectar las relaciones jurídicas de otra persona (“el representado”) por o con respecto a un 
contrato con un tercero, ya sea que el representante actúe en su nombre o en el del 
representado”. Igualmente en el artículo 2.2.3 se ratifica que las obligaciones que surgen del 
contrato serán frente al representado con el tercero, sin que de ninguna manera se generé un 
vínculo jurídico entre este último y el representante, en los siguientes términos “Cuando un 
representante actúa en el ámbito de su representación y el tercero sabía o debiera haber sabido 
que el representante estaba actuando como tal, los actos del representante afectan 
directamente las relaciones jurídicas entre el representado y el tercero, sin generar relación 
jurídica alguna entre el representante y el tercero”   
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A continuación, también  se encuentra, que la representación o agencia se haga de manera 
aparente, es decir aquella que se presenta “Cuando una parte ha contratado con otra, pero, en 
la práctica, esta última actúa indistintamente con un tercero y ambos crean en la otra parte la 
apariencia legítima de que ha contratado con los dos” (Conejero & Irra, 2012 / 2013, pág. 
77), en estos casos, resulta viable hablar de extensión del convenio arbitral bajo el supuesto 
en que la buena fe de las partes y las actuaciones de una u otra, creen la apariencia en los 
contratantes de que si bien estoy contratando con una persona directamente esta actúa en 
calidad de mandatario de otra, sin que esta idea provenga de una errónea creencia personal, 
sino de los actos de las contrapartes que claramente conducen a esto, tal y como lo reconoció 
el Tribunal Federal Supremos Suizo en el caso China National, en este caso “China National 
Machinery & Equipment Import & Export Corporation (China National) negoció un 
contrato con la austriaca Loebersdorfer Maschinenfabrik AG (LM) para la construcción de 
compresores de aire. La legislación en China requería la participación de una compañía 
provincial de comercio internacional para este tipo de operaciones (en este caso, A Corp) 
quien suscribió el contrato con LM. Iniciado el arbitraje por LM, China National objetó la 
jurisdicción del tribunal alegando que la verdadera contraparte de LM era A Corp, pues el 
contrato había sido firmado por esta última. Tanto el tribunal arbitral, como el Tribunal 
Federal Supremo de Apelación suizo desecharon el argumento y consideraron a China 
National vinculada al convenio arbitral. La Corte suiza sustentó su decisión en el hecho de 
que ambas sociedades, China National y A Corp, estaban mutuamente vinculadas, con un 
propósito único y una simple división geográfica de tareas. Además, existía una dependencia 
corporativa entre ambas porque China National designaba al presidente y Vicepresidente 
de A Corp. Por ello, la Corte vinculó a China National bajo la teoría del mandato aparente”  
(China National Machinery & Equipment Import & Export Corporation v. Loebersdorfer 






4.2 Levantamiento del velo social  
 
4.2.1 De las filiales y Matrices. 
 
Se configura velo societario en los eventos en que una parte quien controla los negocios de 
otra, limita su responsabilidad aprovechándose de este control, es decir, que esta figura se 
presenta cuando una empresa quiere abusar de las personalidades jurídicas diferentes que 
puede llegar a tener frente a una filial, para desconocer la vinculatoriedad de la cláusula 
compromisoria frente a ella. “En ocasiones, el beneficio de la personificación jurídica de la 
sociedad se emplea para defraudar la ley o para perjudicar a terceros, usualmente mediante 
maniobras maliciosas o temerarias. Este fenómeno se conoce como abuso de la personalidad 
jurídica de la sociedad y puede ocurrir en el ámbito interno de las empresas –i.e. cuando se 
emplea la posición mayoritaria o la minoritaria en la toma de decisiones para desmejorar 
el legítimo querer social - o en el ámbito externo –i.e. cuando la empresa se emplea como 
un simple instrumento por parte de una persona o de un ente controlante para su propio 
beneficio” (Nárvaez, 1998, pág. 43), en estos casos el derecho arbitral ha creado la figura del 
levantamiento del velo social, frente a la cual “  una parte que controla una entidad, no se 
puede refugiar bajo la forma jurídica de dicha entidad separada cuando en realidad utiliza 
dicha forma de manera abusiva, para limitar su responsabilidad. Se trata de una excepción 
al principio de responsabilidad limitada” (Marguerat, 2013, pág. 109) esta teoría fue 
expuesta por primera vez en Francia mediante el fallo “DOWN CHEMICALQUE” en el que 
Down Chemical Venezuela quien cedió sus derechos a Down Chemical AG subsidiaria de 
Dow Chemical Co.  celebró un contrato para la venta de sus productos con una empresa 
francesa cuyos derechos fueron cedidos a Isover St. Gobain Co. Posteriormente Down 
Chemical Francia Down Chemical Co, Down Chemical AG y Down Chemical Europa 
instauraron arbitramento contra Isover St. Gobain Co. quien argumentó que no existía un 
convenio arbitral que la vinculase con las anteriores empresas, en este caso el tribunal arbitral 
considero que “ una cláusula arbitral expresamente aceptada por ciertas compañías del 
grupo debe considerarse vinculante para otras compañías cuando, en razón de su rol en la 
suscripción, ejecución o terminación del contrato y de conformidad con la intención de las 
partes del procedimiento aparecen como las verdaderas partes en el contrato” (Laudo, 
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1982), reconoce así el tribunal, que para hablar de extensión es esencial analizar la 
participación de las compañías no signatarias del contrato en las fases de suscripción, 
ejecución o terminación del contrato con el fin de determinar a partir de sus actos su voluntad 
de someterse al laudo arbitral y por ende su vinculatoriedad de la cláusula, en el anterior caso 
“considerando que Down Chemical Co estaba efectivamente involucrada en la negociación, 
ejecución y terminación del contrato por ejercer un control absoluto sobre sus 
subsidiarias…… el tribunal determinó que dichas sociedades pertenecían a una misma 
realidad económica al pertenecer al grupo Down Chemical, por lo que debían considerarse 
como parte del convenio arbitral”. (Conejero & Irra, 2012 / 2013, pág. 75) 
Concluyendo esta teoría, cabe señalar que, si bien reconoce el principio frente al cual existe 
responsabilidad limitada entre una compañía y otra que tienen personerías jurídicas 
diferentes, si una de ellas usa este control, con el fin de limitar su responsabilidad, pero en la 
realidad esta interviene bien sea en la realización o en la ejecución del contrato o en algún 
momento que permitan inferir que es parte dentro del mismo, es posible dar un levantamiento 
a dicho velo o mascara corporativa, para vincularlo y extender la cláusula arbitral a este 
tercero. 
4.2.2 Teoría del grupo de Compañías. 
 
Mediante esta teoría se pretende hacer extensivos los efectos del pacto arbitral no solo a una 
persona jurídica individualmente concebida en casos de grupos de compañías, sino también 
y como se verá más adelante a todo el grupo de compañías que intervienen de una u otra 
manera determinada en el contrato, y que pretenden usar la figura de personas jurídicas 
diferentes para limitar su responsabilidad, haciendo uso aquí del levantamiento del velo 
corporativo mencionado anteriormente. 
Ahora bien, para entender dicha teoría es preciso definir el concepto de grupo de compañías,  
entendiéndolo como “ una unidad económica con una dirección integrada, más allá de las 
personalidades legales de las com pañías que pertenecen al grupo” (Marguerat, 2013, pág. 
113), así las cosas la teoría del grupo de compañías establece que “apartándose de la 
independencia formal de las diversas personas jurídicas que forman una misma estructura 
empresarial, los efectos de un acuerdo arbitral expresamente aceptado por ciertas 
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compañías de un grupo corporativo se pueden extender a otras compañías integrantes de 
ese grupo en razón de su rol en la negociación, ejecución o terminación del contrato base y 
de conformidad con la intención común de las partes del proceso. Incluso, se ha llegado a 
entender que el acuerdo de arbitraje tiene una validez y eficacia propia que imponen 
extender su aplicación a las partes que hayan estado directamente involucradas en la 
ejecución del contrato, de forma que es legítimo presumir que la cláusula arbitral ha sido 
aceptada por éstas y que conocen su existencia y aplicabilidad, así no hayan sido firmantes 
del contrato.” (Sinisterra, 2010, pág. 08) de acuerdo a lo anterior es importante resaltar de 
esta teoría, que como es normal en el derecho no hay reglas absolutas, por ende no es de 
recibo manifestar que se debe extender un acuerdo arbitral a todos u alguno de los miembros 
de un grupo de compañías por el solo hecho de que una de las compañías pertenecientes a 
dicho grupo se comprometa en el negocio jurídico,  para que se configure dicha premisa se 
identifica que deben concurrir una serie de elementos o circunstancias necesarias que  
fundamentan la extensión de la cláusula arbitral, al respecto doctrinantes como Santiestevan 
han determinado dichos elementos “ (I) el consentimiento al arbitraje derivado del 
conocimiento de la existencia del convenio arbitral y de sus alcances; unido a (II) la conducta 
decisiva que desarrollan los no signatarios en la vida contractual, que justifica su 
participación en el arbitraje; y (III) los dos elementos anteriores tomados conjuntamente que 
permiten identificar a tales no firmantes como partes no signatarias y no como terceros ajenos 
al contrato” (Santiestevan, 2009, pág. 37)   . 
El primer elemento a concurrir es la participación del no firmante de manera activa en alguno 
de los momentos contractuales, bien sea durante la negociación o la ejecución, resultando la 
participación en este punto como una clara muestra de su intervención en el  contrato y por 
ende su voluntad de someterse mediante la cláusula arbitral; y por último en la terminación 
del mismo, pues su injerencia durante cualquiera de estas etapas muestra que dicha compañía 
hace parte activa del convenio y mediante sus actos manifiesta su intención de ser parte del 
mismo, razón por la cual se supera la formalidad de ser signatario dentro del contrato, e 
incluso se supera la ficción de las personalidades jurídicas diferentes, pues mediante estos 
actos configura el segundo elemento importante de esta teoría el cual es una manifestación 
implícita de la voluntad o consentimiento implícito. 
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Este ultimo, es entonces una nueva manera de entender la manifestación de la voluntad 
contractual para someterse a un tribunal arbitral, pues se supera la barrera clásica de la 
expresión del mismo mediante la firma, como lo exige la convención de New York, y permite 
que el juez arbitral analice mediante los actos de un grupo de compañías si es solo una de 
ellas quien manifiesta su voluntad o si es la voluntad de todo el grupo hacerlo, por esto la 
participación del grupo de compañías durante la ejecución o negociación de un contrato es 
muestra de que su intención es participar dentro de él y por ende si bien no resulta firmante 
dentro del documento contractual, si actúa en su ejecución, por lo tanto resulta vinculado y 
expresa de esta manera su intención de someterse por dicho arreglo dentro de lo cual se 
incluye el pacto arbitral, lo anterior siempre y cuando concurra el último elemento que es el 
conocimiento de la existencia de una cláusula compromisoria, sin embargo “se ha llegado a 
entender que el acuerdo de arbitraje tiene una validez y eficacia propia que imponen 
extender su aplicación a las partes que hayan estado directamente involucradas en la 
ejecución del contrato, de forma que es legítimo presumir que la cláusula arbitral ha sido 
aceptada por éstas y que conocen su existencia y aplicabilidad, así no hayan sido firmantes 
del contrato”. (Sinisterra P. L., 2010, pág. 8) . así la cosas, la mera intervención en el caso 
de grupos de compañías en la ejecución o conclusión del contrato genera una presunción de 
conocimiento de la cláusula arbitral, sin embargo, cabe aclarar que “(…) dichas soluciones 
no se aplican por regla general a los Estados. Cuando existen clausulas compromisorias o 
compromisos estipulados por empresas estatales, para que el estado quede vinculado es 
necesaria su voluntad expresa…” (Restrepo, 2007) 
En conclusión la teoría del grupo de compañías si bien no desconoce la personería jurídica 
autónoma de cada una de las sociedades que pertenece a un grupo económico, ésta flexibiliza 
la forma como las demás compañías de este grupo manifiestan su voluntad de hacer parte de 
dicho acuerdo arbitral, y acepta el hecho de que la intervención de las demás agrupaciones 
en las etapas del contrato bien sea en su formación y en especial en su ejecución, resulte en 
una manifestación implícita del consentimiento, y por ende es legítimo  mantener la primacía 
de la realidad económica del grupo y extender la cláusula a dichas compañías que no son 




4.3 transmisión de la cláusula arbitral mediante la trasmisión o cesión del 
contrato principal. 
 
Bajo esta premisa es posible que se transmita la cláusula arbitral mediante la cesión del 
contrato o la del crédito a un nuevo deudor, pues se entiende que la cláusula arbitral puede 
ser considerada accesoria al contrato principal, por lo tanto, al ceder el contrato principal 
también se estaría cediendo los elementos y en este caso pactos accesorios a él, salvo pacto 
en contrario. 
Esta transmisión puede darse por cesión de créditos, subrogación, asunción solidaria de la 
deuda, sucesión universal, fusión, escisión o transformación de la empresa, etc.., en todos 
estos casos si bien el tercero no es parte firmante en el contrato principal al manifestar su 
voluntad de asumir este contrato implícitamente manifiesta su voluntad de atenerse a lo dicho 
y pactado en este dentro de lo cual se encuentra la cláusula arbitral, pero es importante aclarar 
que esto no es una obligación para el tercero, y que éste puede al momento por ejemplo de 
una asunción solidaria de la deuda o una subrogación o en cualquier otro caso manifestar 
expresamente su voluntad de no someterse al pacto arbitral anteriormente establecido, 
manifestación que tendría total validez y que no extendería la cláusula arbitral a este tercero. 
4.4 Extensión mediante el análisis del consentimiento. 
 
En estos casos la extensión de la cláusula arbitral no se da por un mecanismo societario como 
en los anteriormente mencionados, sino que se hace por una interpretación o un análisis de 
la manifestación de la voluntad, la cual puede ser formulada de diferentes maneras, la primera 
es expresamente, “el convenio arbitral se perfecciona por el mero consentimiento de las 
partes, con la simple manifestación del consentimiento entre las partes para celebrar el 
convenio arbitral; este último deviene en válido para el ordenamiento jurídico general y, por 
tanto, obligatorio para las partes, siempre que el acto realizado concurran los requisitos 
necesarios para la validez de un contrato” (Merino & Chillon, 2006, pág. 257), caso en el 




La segunda forma, es mediante una manifestación implícita de la voluntad en donde si bien 
no consta en ningún documento la expresión del consentimiento, este se puede inferir de los 
comportamientos del tercero o de diferentes costumbres mercantiles, es así que como la parte 
no es signataria en el contrato principal sus actos y su intervención durante la ejecución de 
este permiten colegir o dar impresión a la parte contratante de su intención de participar en 
el convenio principal y por ende en el acuerdo arbitral.  
En estos casos el análisis del consentimiento como requisito esencial de las obligaciones para 
la existencia de una de ellas, se sale de la mera expresión en un documento, o la firma en el 
contrato principal, el cual pasa a ser prescindible, y se evoluciona a la concepción de que la 
manifestación de la voluntad también se puede dar mediante actos, claro está con el requisito 
esencial de que dichos actos permitan asumir al contratante que el tercero tiene la intención 
de pertenecer al contrato, como se puede evidenciar en el caso Jaguar en el que la corte de 
apelación de parís sostuvo que “En el derecho del arbitraje internacional, los efectos de la 
cláusula compromisoria se extienden a las partes directamente implicadas en la ejecución 
del contrato desde el momento en que sus situaciones y sus actividades hacen presumir que 
éstas tenían conocimiento de la existencia y del alcance de esta cláusula, con el fin de que el 
árbitro pueda ser competente respecto de todos los aspectos económicos y jurídicos del 
litigio" (Garcia, 2013, pág. 1).  
Para ilustrar mejor este tema se examina un ejemplo que trae el doctor Vicuña en el que “una 
empresa Colombiana recurrió al arbitraje en contra de una empresa multinacional 
venezolana, la cual argumente que el demandante había firmado un contrato con una filial 
suya razón por la cual no podía accionar contra esta sino que debía hacerlo contra su 
matriz…, pero al momento de analizar el caso, se observó que  antes de la firma del contrato 
todas las relaciones de trabajo y jurídicas, entre las partes demandantes y demandada habían 
sido con la sociedad multinacional en cuestión,  tanto así que las negociaciones conducentes 
al contrato, se llevaron a cabo con la multinacional venezolana, y a la cual efectuó todos los 
pagos en una etapa inicial” (Orrego, 2011, pág. 366) , como se observa, si bien la sociedad 
matriz no es signataria del contrato, si hubo negociación con el tercero, y participó en la 
ejecución del contrato, manifestando así su consentimiento implícito de querer ser parte 
dentro del mismo y demostrando ante el tercero dicha intencionalidad, por lo que para el 
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particular se vinculó a la empresa matriz como parte en el conflicto arbitral, y por ende ligada 
por la cláusula compromisoria, así esta no fuera parte firmante en el contrato. 
No obstante “En la práctica, la posición restrictiva implica exigir que la extensión del pacto 
arbitral a un no signatario obedezca a que se determine rigurosamente que ésta ha sido la 
voluntad implícita pero inequívoca de dicho sujeto. Si no se determina su voluntad 
inequívoca, esto es, si el análisis juicioso de los hechos arroja dudas al respecto, no se 
debería extender el pacto arbitral al no signatario.” (Talero, 2008, págs. 126 - 135) 
4.5 - Teoría de los actos propios o el Stoppel 
 
Surge como una opción para la extensión del convenio arbitral a no signatarios, como la 
mayoría de teorías antes expuestas, mediante la clasificación hecha por el tribunal de la Corte 
de Apelaciones del Segundo Circuito de los Estados Unidos de América, en el caso Thomson-
CSF, S.A., v American Arbitration Association, Esta concepción se fundamenta en el 
principio básico de la contratación internacional, en la cual las personas en los contratos 
deben ser congruentes con sus actuaciones dentro de ellos “ quien mediante conducta, 
positiva o negativa, infunde o crea en otra persona, la confianza fundada de que aquél 
mantendrá su comportamiento en lo sucesivo, deberá, sí, mantenerlo efectivamente, aunque 
en su fuero interno hubiere abrigado otro propósito en realidad ”  (Alsina, 2009, pág. 819), 
Quiere decir esto que si bien una parte puede no haber suscrito un convenio arbitral, no le es 
dado desconocer sus actuaciones previas, por lo que si esta persona mediante sus actos 
durante la ejecución o negociación del contrato, genera el convencimiento en sus contrapartes 
de que es interviniente, no le es dado desconocer dichas actuaciones en razón de formalismos 
y de esta manera limitar su responsabilidad, en palabras de María Bernal este principio 
consiste en que “a una persona no le es dable volver contra su conducta procesal previa, 
desconociendo la apariencia que con ella ha creado y contradiciendo el comportamiento 
pretérito asumido” (Bernal & Rojas, 2010, pág. 459) pues dichas conductas representarían 
un comportamiento contrario al principio fundamental que representa la confianza a la hora 
de contratar como lo es el de la Buena Fe , así las cosas “ Nadie puede volver sobre sus 
propios actos sin obrar de mala fe” (Lopez, 2009, pág. 193) 
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Ahora bien, deben entonces los tribunales arbitrales a la hora de hacer extensivo el convenio 
a no signatarios con fundamento en la teoría de los actos propios, analizar la concurrencia de 
los requisitos esenciales para que se configure dicha situación, los cuales sintetiza de manera 
sencilla Bullard, “a. Existe una conducta original, que por su naturaleza, circunstancia y 
características genera una confianza en la otra parte que, bajo el principio de buena fe, 
indica con claridad que se ha generado un vínculo (obligación) de seguir comportándose de 
la misma manera. Así si ha dado a entender que se encuentra vinculado por el contrato, la 
contraparte puede derivar que se encuentra también vinculado por el convenio. b. Existe una 
conducta posterior que entra en contradicción con la anterior. Así, la negativa a arbitrar 
entra en contradicción con la conducta que muestra a la parte como vinculado por el 
contrato. c. Ambas conductas son desarrolladas por el mismo centro de imputación, es decir 
por el no signatario” (Bullard, 2010, pág. 10). 
 
Se presenta lo anteriormente descrito en los casos en que “alguna de las partes se benefició 
de un contrato que establecía una cláusula arbitral (contrato del cual no formaba parte) y 
que en el momento en el que por alguna circunstancia se le intentó hacer extensivo dicho 
acuerdo arbitral, intentó eludir el compromiso alegando que no formaba parte del mismo “ 
(Villalobos & París, 2013, pág. 31), un ejemplo de este concepto  se encuentra en el  Deloitte 
Noraudit A/S v Deloitte Haskins & Sells, en el que “Deloitte Noraudit recibió de Deloitte 
Haskins un contrato (del que no formaba parte y que contenía una cláusula arbitral), 
mediante el que las afiliadas de esta última debían identificarse en la prestación de los 
servicios de contabilidad bajo el nombre “Deloitte”. Deloitte Noraudit ejecutó el contrato 
en el sentido de que en lo sucesivo, continuó prestando los servicios de contabilidad bajo ese 
nombre comercial, pero más adelante pretendió desconocer la cláusula arbitral a la cual 
quedaban sujetas las disputas surgidas de dicho contrato. La Corte de Apelaciones ya 
mencionada determinó, que Deloitte Noraudit no podía desconocer la cláusula arbitral pues 
con su actuar estaría yendo en contra de sus propios actos, que consistían precisamente en 
la ejecución del contrato” (Corte de Apelaciones, Segundo Circuito, Estados Unidos de 
América. Deloitte Noraudit A/S v Deloitte Haskins & Sells) es decir, que en virtud de la 
congruencia que debe existir entre los actos, es posible extender los efectos del convenio 
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arbitral a personas que si bien no son signatarios de los mismos, sus actuaciones durante 





En conclusión y tal como se ha evidenciado en el presente trabajo, el consentimiento juega 
un papel determinante a la hora de hablar de arbitramiento, pues es este elemento el eje 
estructural de esta institución, es justamente de él, de donde se desprende la legalidad de un 
tribunal arbitral, y quien otorga jurisdicción a esos terceros llamados árbitros.  
Ahora bien, tal como se mencionó en párrafos anteriores esta expresión de voluntad se ha de 
ver materializada en una cláusula compromisoria, y es común entonces que se entendiera que 
solo aquellos que suscribieran la misma bien sea que se contenga en un contrato o se 
encuentre en un instrumento diferente, se entendían parte del arbitramento al estar vinculados 
por ella, pues su firma era la manera como se materializaba la manifestación de su voluntad.  
Es justamente el análisis del consentimiento del que se desprenden las teorías empleadas 
tanto por la doctrina como por la jurisprudencia, para hablar de extensión de la cláusula 
arbitral o en otras palabras extensión de los efectos del arbitramento a no signatarios del 
contrato arbitral, pues entienden que no es la firma la característica principal del arbitramento 
y  quien le da el carácter de parte de un convenio a una persona, sino que por el contrario es 
la manifestación de querer ser parte del mismo por cualquier medio, quien otorga dicha 
calidad, y que el instrumento de la firma no es el único mediante el cual una persona puede 
manifestar su voluntad. Entendiendo que los mecanismos mencionados en el presente trabajo 
no constituyen una lista restrictiva y generalizada, simplemente se trata de las más aceptadas 
por la comunidad internacional, siendo el carácter fundamental y común para hablar de 
extensión del convenio arbitral, el análisis que deben realizar los jueces del consentimiento. 
finalmente, cabe concluir que al momento de una disputa contractual en un tribunal de 
arbitramento internacional, resulta primordial analizar el tema de la cláusula compromisoria 
( si esta fuera la fuente por la que se llega al tribunal ), a la hora de determinar quiénes deben 
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ser llamados como parte en dicho tribunal, pues como se explicó en el presente trabajo, es 
vinculante el arbitramento únicamente respecto de las partes que hayan manifestado su 
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